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Este documento presenta a las órdenes de protección como un mecanismo eficaz 
para proteger a las mujeres que viven en situación de violencia. El propósito es es-
tandarizar los criterios utilizados al emitir órdenes de protección, de modo que se 
establezcan pautas esenciales para su implementación eficaz. Con ello se espera for-
talecer las estrategias de prevención de la violencia que han sido implementadas por 
el Poder Judicial de Coahuila.

Este documento se desarrolla en cinco secciones. Primero, se expone el incremento 
de la violencia contra mujeres y niñas en el contexto de la pandemia. Segundo, se 
introduce a las órdenes como mecanismos idóneos para prevenir la violencia de gé-
nero. Tercero, se abordan las claves para fortalecer la implementación de las órdenes: 
se enlistan los estándares internacionales relevantes para comprender sus objetivos; 
se señalan criterios para su emisión eficaz, así como algunas consideraciones adicio-
nales que los jueces podrían tomar en cuenta. En cuarto lugar se expone un análisis 
comparativo de los mecanismos a disposición de las personas juzgadoras en Coahuila, 
que también contribuyen a la protección de las mujeres. Finalmente, se realizan algu-
nas sugerencias de carácter no jurisdiccional, pero que pueden contribuir al fortaleci-
miento de las órdenes como política de prevención de la violencia. 

Claves para una política de protección para las 
mujeres y niñas desde el Poder Judicial de Coahuila



I. Incremento de la violencia 
contra las mujeres y niñas 
La llegada del COVID-19 a México ha afectado de manera desproporcionada a las mujeres y niñas. Las 
medidas de confinamiento en los hogares –que el gobierno ha implementado como parte de la política 
pública sanitaria para prevenir contagios– las obligan a pasar más tiempo en sus hogares, donde mu-
chas son víctimas de violencia a manos de sus parejas, ex parejas o familiares. A esto deben sumarse 
las presiones económicas y psicológicas que la pandemia ha desencadenado, lo cual pudiera detonar 
dinámicas aún más violentas en los hogares. 
 
De la información registrada durante al primer trimestre de 2020 por el Secretariado Ejecutivo del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP) puede advertirse que este año los reportes de violencia 
incrementaron en un 20% de febrero a marzo, mientras que el porcentaje fue del 16% para el mismo 
periodo en 2019, como se observa en la Gráfica I:

Gráfica 1: Reportes de violencia contra la mujer en México 2018-2020

Fuente: elaboración propia con datos del SESNSP

Ante este panorama, hoy más que nunca resulta fundamental que las autoridades cuenten con me-
canismos ágiles que les permita actuar eficazmente para proteger a las mujeres y niñas que viven en 
situación de violencia. A continuación se abordarán las órdenes de protección como mecanismos espe-
cialmente útiles para detonar acciones de protección en beneficio de las mujeres y niñas de Coahuila.
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II. Prevención de la violencia de 
género, órdenes de protección
y el papel del Poder Judicial

El punto de partida para entender la naturaleza de las órdenes de protección radica en el re-
conocimiento por parte del Estado Mexicano de que es necesario contar con una política 
para prevenir la violencia de género a nivel nacional. Esta necesidad deriva, por un lado, de la 
deuda histórica con la lucha para erradicar la violencia contra las mujeres, y por otro, de las obli-
gaciones estatales en materia de derechos humanos1.  En efecto, en los casos de violencia con-
tra las mujeres y niñas las autoridades tienen la obligación de actuar con la diligencia debida2. 

Ello implica –entre otras cosas– adoptar me-
canismos jurídicos de prevención y protec-
ción que sean aplicados de manera eficaz3.  
Las órdenes de protección previstas en la Ley 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado de Coahuila (en lo suce-
sivo “Ley de Acceso”) son, precisamente, ac-
tos encaminados a detonar acciones de las 
autoridades a efecto de generar seguridad 
para las mujeres y niñas que puedan estar 
en riesgo o viven situaciones de violencia.

¿Por qué tener un mecanismo de protección para mujeres y niñas? Debemos empezar por dimensio-
nar que, según las estimaciones de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, México 
es uno de los países con las tasas más altas de asesinatos de mujeres en el mundo4.  En el informe 
Las dos Pandemias, organizaciones de la sociedad civil señalan que entre los años 2000 y 2018, por 
ejemplo, 3 de cada 10 mujeres fueron asesinadas en sus propios hogares, en comparación con 1 de 
cada 10 hombres. En los pocos casos en donde se registro si la víctima sufrió o no violencia familiar de 
manera previa al homicidio5 , resulta que alrededor del 57% de los asesinatos de mujeres ocurrieron 
en contextos de violencia familiar. En el caso de los hombres, en cambio, esta proporción disminuyó a 
16.7%6.  Como si esto fuera poco, los datos también muestran que, a pesar de todas las políticas que en 
las últimas décadas se han implementado para prevenir y atender la violencia familiar, los asesinatos de 
mujeres en casa han aumentado.7

¿Por qué son preventivas?

● Evitan actos de violencia.
● Cesan las conductas violentas que se ejercen 
en contra de la víctima. 
● Previenen un daño mayor a las víctimas de 
abuso o violencia. 
● Coadyuvan en la prevención de formas extre-
mas de violencia, como parte de una política 
para erradicar el feminicidio.
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La violencia familiar que no culmina en un asesinato también es un gran problema. De acuerdo con la 
Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH 2016) en el contexto de 
la relación de pareja el 40.1% reportó haber vivido violencia emocional; el 20.9% violencia económica; 
el 17.9% violencia física, y el 6.5% violencia sexual.8  A todo esto debemos sumar que, según la ENDI-
REH, la mayoría de las mujeres no acude a las instituciones a solicitar apoyo. Hay varias razones por las 
cuales las mujeres parecen desconfiar de las instituciones: porque tienen miedo a las consecuencias o 
posibles amenazas; porque la situación de violencia les genera vergüenza, o porque perciben que las 
autoridades no les creerán, o incluso, que les dirán que la violencia es su responsabilidad. Lo que no se 
puede perder de vista es que el 78.6% no presentó una queja o denuncia por estas razones.9

¿Qué podemos concluir de este panorama? De entrada debemos reconocer que la violencia de género 
no solo es un fenómeno común en el país; también se manifiesta de formas particulares. Considerando 
el estado de las cosas, resulta crucial que las mujeres y niñas puedan tener acceso a mecanismos cuyo 
diseño esté informado por los tipos de violencia que ellas viven. Las órdenes de protección son ese 
mecanismo. Por un lado, las distintas medidas que la Ley de Acceso contempla están diseñadas para 
responder a las manifestaciones de violencia que las mujeres viven: cesan la violencia física a través de 
la prohibición de acercarse a la mujer; la violencia económica, a través del otorgamiento de una pensión 
alimentacia; la violencia patrimonial, a través de la entrega de documentos u objetos de uso personal, 
o la violencia emocional, a través de la prohibición de comunicarse con la mujer. Por otro lado, al no 
condicionar el acceso a la protección de las autoridades a que la mujer presente una demanda o de-
nuncia, las órdenes demuestran que la ley puede –y debe– ajustarse a las necesidades y experiencias 
de las personas a las que pretende proteger. En otras palabras, esto es un reconocimiento de que la ley 
debe proporcionar respuestas reales, no ilusorias. En suma, las órdenes están pensadas y diseñadas 
para combatir un patrón muy específico de violencia, que a su vez, afecta sistemáticamente a un grupo 
de personas en particular: las mujeres.

El Poder Judicial tiene una enorme responsabilidad para que las órdenes de protección puedan real-
mente convertirse en un mecanismo para el acceso a la justicia. Existen dos razones por las cuales esto 
es así. La primera es que la Ley de Acceso otorga a los jueces diversas facultades que les permite inter-
venir de manera inmediata para poner distancia entre la mujer y el generador de violencia. La segunda 
es que, como se ha insistido, la Ley contempla distintos tipos de medidas que atienden a los diversos 
factores de riesgo y vulnerabilidad de las mujeres y niñas, lo que permite mirar el contexto de violencia 
de forma integral. A continuación se abordan algunas cuestiones indispensables que las y los jueces 
deben considerar al dictar órdenes de protección.
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III. Fortalecimiento de las 
órdenes de protección

Considerando que en el apartado anterior se identificó a las órdenes de protección como un mecanis-
mo clave en la prevención de la violencia de género, este apartado tiene el objetivo de exponer los pun-
tos clave para comprender cómo puede fortalecerse su emisión, seguimiento y cumplimiento. Contiene 
tres secciones: la primera expone de forma breve los estándares internacionales y nacionales que son 
relevantes para comprender los objetivos de las órdenes de protección; la segunda enlista una serie de 
claves para que el dictado de las órdenes de protección sea eficaz, la tercera enlista algunas cuestiones 
adicionales que las y los jueces deben considerar al dictar órdenes de protección.

1. Estándares relevantes
México ha suscrito diferentes tratados internacionales que han generado obligaciones para las auto-
ridades respecto al derecho de las mujeres y niñas a vivir una vida libre de violencia. Asimismo, estas 
obligaciones han sido interpretadas, tanto por organismos internacionales, como por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. A continuación se exponen los principales criterios que han resultado de este 
ejercicio interpretativo y que, por lo tanto, resultan útiles para entender a las órdenes de protección 
como un mecanismo que forma parte del cumplimiento de las obligaciones de México para prevenir la 
violencia de género.
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Como puede verse, en cumplimiento del deber de debida diligencia México tiene la obligación de con-
tar con mecanismos de prevención de la violencia que sean eficaces, es decir, mecanismos que sean ap-
tos para lograr el objetivo que se espera de ellos: proteger a las mujeres y niñas en situación de riesgo. 
Ahora, es cierto que la eficacia de una orden de protección sólo puede valorarse según los hechos de 
cada caso, pues es necesario conocer los riesgos y necesidades particulares de una mujer o niña para 
determinar si la medida es –o no– apta para protegerla. Sin embargo, ello no impide señalar algunos 
criterios mínimos que contribuyen a que las órdenes de protección efectivamente tengan la capacidad 
de responder a la dinámica de la violencia que viven las mujeres y niñas víctimas de violencia. Este será 
el objetivo de la siguiente sección.
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A continuación se presentan una serie de criterios mínimos que contribuyen a que las órdenes de 
protección funcionen de forma óptima. Como podrá apreciarse, estos criterios están enfocados en las 
prácticas de las y los jueces que dictan o dan seguimiento a las órdenes de protección. Ello no implica, 
sin embargo, que no existan otras areas de oportunidad que son cruciales para que las órdenes de pro-
tección operen de forma efectiva. Uno puede pensar, por ejemplo, en la coordinación interinstitucional, 
en capacitaciones o en espacios de diálogo entre el Poder Judicial de Coahuila y sociedad civil. Estas 
áreas de oportunidad serán abordadas en el apartado quinto de este documento. Al margen de lo ante-
rior, se estima que el presupuesto necesario para el funcionamiento eficaz de las órdenes es homologar 
las prácticas de los jueces y juezas que se encuentran en la trinchera de la lucha por la prevención de la 
violencia. Es por esta razón que los siguientes criterios se enfocan principalmente en la intervención de 
las y los jueces que dictan órdenes de protección.

2. Claves para el dictado de
órdenes de protección eficaces

• Debe presumirse la buena fe. Las autoridades deben 
presumir la buena fe de las víctimas y creer en su dicho. 
Además, no deben revictimizarla, responsabilizarla por 
su situación de víctima y deben permitir el ejercicio efec-
tivo de sus derechos.12

• Las órdenes de protección pueden ser complementa-
rias o autónomas. Su otorgamiento no debería condicio-
narse a que se presente una denuncia o una demanda. 
Sin embargo, pueden dictarse de forma complementaria 
a otros mecanismos de protección –como las medidas 
de protección que puede ratificar un juez penal o las me-
didas provisionales en materia familiar– ya que pueden 
dictarse en cualquier momento procesal en que se ad-
vierta una situación de riesgo o de violencia.13 Es nece-
sario tomar en cuenta las razones por las cuales se están 
solicitando las órdenes de protección. Por diversos fac-
tores, no todas las víctimas de violencia están decididas 
a denunciar. En gran medida, lo único que quieren las 
personas víctimas de violencia es que la violencia cese y 
su agresor se aleje.

• Las órdenes de protección han de atender a las nece-
sidades de la víctima y ser proporcionales al riesgo en 
el que se encuentre. Con el fin de garantizar la seguridad 

Uso de herramientas para
dictado y seguimiento de las 
órdenes de protección

El Poder Judicial de Coahuila cuenta 
con herramientas que sirven para dic-
tar órdenes de protección. A continua-
ción, las mencionamos y señalamos 
cómo se pueden articular con la emi-
sión de las órdenes:

● Buzón de depósito de demandasi: 
este buzón, al ser físico y virtual, per-
mite que existan distintos medios por 
los cuales las usuarias pueden solicitar 
una orden de protección con carácter 
urgente en cualquier horario y lugar. 

● Sistema de citasii: el sistema elec-
trónico de solicitud de citas es una he-
rramienta útil para dar seguimiento a 
las solicitudes de órdenes y también 
al cumplimiento de estas, agendando 
espacios entre las y los jueces con las 
usuarias y sus acompañantes.
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de la víctima y mitigar los factores de riesgo a los que se 
enfrenta, es fundamental que exista correspondencia en-
tre el tipo de órdenes que se dictan y la situación de vul-
nerabilidad en el que se encuentra la víctima, así como 
el peligro que el generador de violencia representa para 
ella.14  En otras palabras, lo que se busca es que exista una 
relación entre el tipo de orden de protección y el grado 
de riesgo. 

• Las órdenes de protección han de ser oportunas. Al 
ser de urgente aplicación, deben ser otorgadas e imple-
mentadas de manera inmediata.16  Pueden ser solicitadas 
a petición de parte o de oficio.17 Es importante contar con 
mecanismos que permitan la solicitud de órdenes de pro-
tección sin la necesidad de que exista un proceso judicial 
de por medio, si bien esto es complejo pues regularmen-
te el acceso que tienen las usuarias con el Poder Judicial 
es a través de la judicialización de sus asuntos, el estado 
de Coahuila cuenta con herramientas muy útiles para ha-
cer de conocimiento de las y los jueces una situación que 
pone en peligro a una mujer o niña.iv

 
• Las órdenes de protección han de ser accesibles. El 
procedimiento debe ser sencillo, para facilitar a las vícti-
mas la obtención de protección inmediata.18

• Las órdenes de protección han de proporcionar una 
protección integral.  Deben generar, en una misma ac-
tuación, una esfera de protección que contemple medi-
das de distinta naturaleza, normalmente penal o civil. Por 
ejemplo, en un solo acto la autoridad judicial puede orde-
nar la prohibición al agresor de acercarse al domicilio con-
yugal o a cualquier otro lugar que frecuenten las víctimas, 
la retención de armas de fuego, la suspensión temporal 
del régimen de visitas con sus descendientes y el pago 
provisional de las obligaciones alimenticias.19  Para garan-
tizar una atención integral es recomendable que en la re-
solución sobre el dictado de las órdenes de protección se 
canalice a otras instancias.

Puede servir en casos en que la juzga-
dora necesite más información para 
dictar la orden o para dar seguimiento 
al cumplimiento. 

● Consulta de expediente virtualiii: 
esta herramienta es útil pues puede 
publicarse de forma inmediata des-
pués de la emisión de las órdenes de 
protección, dando certeza a la usuaria 
sobre su emisión. 

● Audiencias vía remota: este tipo de 
audiencia permite que la usuaria no 
tenga que acudir a las instalaciones del 
Poder Judicial y se pueden realizar de 
forma urgente si es necesario.

i. Este buzón se encuentra disponible en la página: https://www.pjecz.gob.mx/buzon-electronico/   
ii. El sistema de citas se encuentra disponible en la página: https://www.pjecz.gob.mx/citas/
iii. El sistema de consultas de expediente virtual se  encuentra disponible en la página:  https://www.pjecz.gob.mx/consultas/expediente-virtual/
iv. Las herramientas que se mencionan en el recuadro: “Uso de herramientas para dictado y seguimiento de las órdenes de protección” pueden servir 
para este propósito.
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3. Algunas cuestiones a considerar en 
la emisión de las órdenes
• El énfasis en el posible riesgo. El posible riesgo o peligro de sufrir violencia y la seguridad de la muje-
res y niñas –al que hace referencia la Ley de Acceso, el Código Civil y el Código Penal de Coahuila– son 
la preocupación medular al dictar una orden de protección. En otras palabras, el énfasis es en el peligro 
de que pudiera ocurrir un acto de violencia en el futuro. Por este motivo, para dictar una orden no es 
necesario que la vida de las mujeres esté comprometida, o bien, que la violencia sea extrema, pues 
es precisamente esta situación la que las órdenes intentan prevenir. En congruencia con lo anterior, la 
Ley de Acceso para el estado de Coahuila señala que las autoridades cuentan con  8 horas para dictar 
las órdenes de protección de emergencia y preventivas, y su duración en cada caso se determinará en 
función de que haya cesado el riesgo en el que se encuentre la víctima22.

• La valoración de riesgo indica el tipo de orden que debe dictarse.  El grado de riesgo o de violencia 
es el parámetro conforme al cual debe determinarse qué tipo de órdenes son apropiadas para mitigar 
el riesgo.

•  Las órdenes de protección se deben otorgar por el tiempo que persista el riesgo. Las órdenes de 
emergencia y preventivas tendrán una duración que dependerá directamente de que la víctima de 
violencia deje de estar expuesta al riesgo, garantizando la vida, integridad y seguridad de las víctimas, 
y en su caso de las víctimas indirectas.20  Esto hace a las órdenes un mecanismo eficaz por lo que es re-
comendable escuchar a la víctima para prorrogar o dictar nuevas órdenes cuando la situación de riesgo 
persista y la víctima así lo solicite.21

¡Cuidado con los estereotipos!

● Descalificar la credibilidad del testimonio de una mujer. 

● Hacerla responsable por la situación de violencia que vive, generando expectativas sobre 
cuál debe ser su comportamiento en sus relaciones: “¿Por qué no dejas al agresor?” “¿Por qué 
no denunciaste al agresor?” 

● Generar expectativas sobre cómo debería verse y comportarse.

● Minimizar o generar tolerancia o indiferencia a la violencia que vive una mujer: “No es tan 
grave” o “no estaba comprometida su vida”.

● Generar inacción de las autoridades ante denuncias de hechos violentos. 

● Además de reproducir la violencia, estos estereotipos generan discriminación en el acceso 
a la justicia.15
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Para su medición es recomendable la creación de instrumentos que sean utilizados por las y los juzga-
dores que les permita generar un estandar homologado y puedan identificar el riesgo y el tipo de vio-
lencia que experimenta la mujer o niña. A continuación, se mencionan algunos elementos que podrían 
tomarse en consideración al hacer una valoración de riesgo para determinar el tipo de órdenes que se 
dictarán:
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• El consentimiento de la beneficiaria. Aunque en algunos casos las órdenes de protección deben 
dictarse de oficio, es importante obtener la ratificación de la beneficiaria. Existen casos en que la inter-
vención de las autoridades puede llegar a detonar conductas violentas y, por ende, colocar a la mujer 
en una posición vulnerable. Para evitar esta situación es importante que la beneficiaria de la orden la 
ratifique, de modo que pueda tomar las precauciones correspondientes.23

• El lenguaje accesible. El acceso a la información es un medio para garantizar el acceso a la justicia. 
Por eso es importante comunicar a la víctima con un lenguaje claro y sencillo qué son las órdenes de 
protección, cuáles son sus alcances, sus limitaciones, su temporalidad y las personas que realizarán el 
seguimiento. En el caso de mujeres y niñas indígenas, o si la mujer que solicita la orden contara con 
alguna discapacidad, es importante que la información proporcionada sea en su idioma, mediante un 
formato pertinente.

• La importancia del seguimiento. Para que las órdenes de protección sean eficaces, es importante que 
al dictarlas se establezcan lineamientos mínimos que permitan dar seguimiento a la ejecución y cum-
plimiento de las órdenes, así como también contar con una unidad especializada para el seguimiento. 
En el caso de Coahuila, la legislación sólo indica que a la autoridad que dicta la medida le corresponde 
el seguimiento y monitoreo; sin embargo, no establece claramente cómo podría realizarse esta labor. 24
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A continuación se exponen algunas cuestiones que podrían considerarse durante esta etapa: 

IV. Las órdenes de protección: 
diferencias y similitudes con 
otros mecanismos

Las personas juzgadoras tienen a su disposición diversos mecanismos para prevenir la violencia o inter-
venir cuando advierten que una mujer o niña se encuentra en una situación de riesgo. En algunos casos 
estos mecanismos incluso pueden combinarse para obtener una protección eficaz que sea acorde con 
las necesidades y el riesgo que corre la víctima. A continuación, se muestran los diferentes mecanismos 
de protección a disposición del Poder Judicial de Coahuila: 
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Como puede apreciarse en la Tabla 4, a pesar de que los mecanismos expuestos pueden generar resul-
tados similares a las órdenes de protección, lo cierto es que también tienen algunas diferencias, como 
se aprecia a continuación:
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De las diferencias y similitudes expuestas en la Tabla 5, hay dos que vale la pena resaltar. La primera es 
que, según la Ley de Acceso, las órdenes de protección son actos de urgente aplicación en función del 
interés superior de las mujeres víctimas de violencia. De modo que lo que buscan es proteger a una 
población específica y es por eso qué están diseñadas para responder a distintos tipos de violencia –por 
ejemplo, patrimonial o económica– y no sólo a la violencia física. Esto puede lograrse, por ejemplo, al 
garantizar el pago provisional de las obligaciones alimenticias o a través de la entrega inmediata de ob-
jetos de uso personal. Nótese que las medidas y órdenes en materia familiar están enfocadas en violen-
cia familiar. Es por eso que, si bien son similares, las contempladas en la Ley de Acceso son más amplias. 

La segunda es que las órdenes de protección previstas en la Ley de Acceso pueden dictarse en cualquier 
momento del proceso o sin que se haya iniciado un proceso judicial, mientras que las medidas de pro-
tección y las medidas cautelares se encuentran vinculadas a un proceso judicial familiar o penal. 

Desde luego, ello no implica que solo las órdenes de protección puedan utilizarse con el fin de proteger 
eficazmente a una mujer o niña. Más bien, del análisis comparativo en la Tabla 4 se desprende que la 
utilidad de cada mecanismo depende del momento, del proceso y de las necesidades de la mujer o niña 
en situación de riesgo. 
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V. Recomendaciones no jurisdiccionales 
dirigidas al Consejo de la Judicatura del 
Poder Judicial del Estado de Coahuila
Las siguientes recomendaciones no jurisdiccionales sobre el dictado y seguimiento de las órdenes de 
protección se construyen con base en los hallazgos encontrados en el caso específico de Coahuila y 
buscan fortalecer la actuación de las y los jueces que las dictan.
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V. Se recomienda que la aplicación de este instrumento sea antes de la emisión de la orden de protección y en un segundo momento cuando esté por 
cumplirse el plazo de duración de la orden para determinar si el riesgo continúa y si las medidas continúan siendo idóneas.
Vi. Se recomienda que este apartado incluya las medidas de apremio aplicables y la forma en la que las y los juzgadores den seguimiento a las órdenes 
con otras autoridades. 
VII. Se sugiere utilizar los medios electrónicos para generar una alerta cuando esté por cumplirse el plazo de duración de la orden
VII. Hay que tener mucha precaución para que este documento no sea obligatorio y por lo tanto condicionante en el dictado de la orden, que no sea 
revictimizante y que no pida mayores requisitos a los establecidos en la Ley de Acceso.
IX Se sugiere usar el sistema mediante claves, donde no sea necesario tener un expediente para acceder al sistema.
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Conclusión

Este documento presentó a las órdenes de protección como un mecanismo que tienen las personas 
juzgadoras para proteger para las mujeres y niñas que viven en situación de violencia. 
Las órdenes de protección deben entenderse como una herramienta que, cuando es correctamente 
utilizada, puede contribuir al cumplimiento de la obligación de debida diligencia. 
Ahora, no basta con que las órdenes de protección estén contempladas en la ley, pues cumplir con la 
debida diligencia requiere que las órdenes sean eficaces. Considerando este punto, el documento hace 
algunas sugerencias que podrían contribuir a este propósito. Entre ellas destaca: que debe de presumir-
se la buena fe de la víctima, que la medida idónea se determina en función de los riesgos y necesidades 
particulares de la mujer o niña en situación de riesgo, y que las órdenes deben dictarse y ejecutarse de 
forma inmediata. 

Del mismo modo, es importante enfatizar que la legislación señala los medios de apremio como forma 
en la que se puede garantizar la aplicación de la orden, pero no establece la forma en la que se hará 
un monitoreo claro que ayude al cumplimiento de las órdenes de protección. Se reconoce también 
que esta es una tarea que no solo corresponde al Poder Judicial de Coahuila, sinotambién al resto de 
los actores que intervienen en la prevención de la violencia contra las mujeres y en la ejecución de las 
órdenes de protección.

Por lo anterior, se espera que los estándares y sugerencias presentados en este documento puedan ser 
utilizados por las personas juzgadoras como lineamientos básicos en el dictado de órdenes de protec-
ción.
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responsabilidad que la situación de riesgo o peligro de la víctima ha cesado.
23  Esto conforme al artículo 17 Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Coahuila.
24 El artículo 108 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Coahuila establece que el ór-

gano judicial que conozca del proceso judicial, relacionado con hechos de violencia contra mujeres y niñas, dará seguimiento 

a las medidas de seguridad o de protección que se hayan determinado. Para su mejor cumplimiento deberán coordinarse 

con las instancias correspondientes dentro del Poder Ejecutivo para garantizar su adecuada aplicación. 
25  Esto conforme al artículo 63 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Coahuila.
26  Esto conforme al artículo 63 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Coahuila.



2020


